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IMPROBACIÓN DE PREACUERDO CELEBRADO ENTRE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y LA DEFENSA. [T]al como lo señaló el fallador de primer nivel en su intervención, es necesario indicar que esa figura hibrida de la imputación preacordada, resulta ser producto de una mixtura entre el allanamiento a cargos y el preacuerdo, producto de una línea de pensamiento en la que se aseveraba que los allanamientos a cargos eran una modalidad de los preacuerdos, por lo que era válido hacer ese tipo hibridación. Pero es de anotar que esa concepción vario a partir del momento en el que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia profirió, dentro del radicado 25306, sentencia del ocho de abril 2008, dentro del proceso, en la cual se concluyó que los allanamientos a cargos tienen sus propios matices y singularidades que lo diferencian de los preacuerdos, por lo que válidamente se puede colegir que los allanamientos a cargos no pueden ser considerados como una modalidad de los preacuerdos y las negociaciones, por lo que no es posible hacer una mixtura de etas dos instituciones procesales. (…) Descendiendo lo dicho al caso concreto, es claro como la Fiscalía y el defensor del procesado JUAN CARLOS TREJOS JURADO incurrieron en una errónea mixtura de dos instituciones procesales absolutamente diferentes, como lo son los allanamientos a cargos y los preacuerdos, pues si bien es un hecho cierto que él se allanó a los cargos enrostrados en su contra, esa aceptación a cargos no tiene nada de unilateral en atención a que la misma ha sido producto de una negociación en la cual la Fiscalía, además de concederle generosamente el máximo de los descuentos a los que el acriminado tendría derecho por allanarse a los cargos endilgados en su contra, por la presunta comisión del delito de concierto para delinquir agravado, igualmente le otorgó como regalo una irrisoria pena de 8 meses de prisión para cada uno de los tres eventos del delito concursante, o sea por el tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, que en muy poco se compadece con los postulados que orientan el principio de proporcionalidad y la función de prevención general.
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VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por la defensa del procesado JUAN CARLOS TREJOS JURADO, en contra de la decisión adoptada el 11 de agosto de 2017 por el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, quien improbó el preacuerdo celebrado entre el procesado y la Fiscalía. 
ANTECEDENTES:
En una investigación conjunta llevada a cabo por la Dirección Nacional Contra el Crimen Organizado, la INTERPOL Colombia y la INTERPOL Santiago de Chile, se logró establecer que el señor JUAN CARLOS TREJOS JURADO alias “El señor”, junto a otras personas hacían parte de una banda delincuencial dedicada al tráfico de sustancias estupefacientes a nivel transnacional; labor que desarrollaban reclutando personas de escasos recursos o enfermas, que por su condición necesitaban dinero de manera urgente, a quienes les camuflaban la droga entre las prendas de vestir o en su equipaje para que la llevaran hasta Chile por vía terrestre. Afirma la Fiscalía, que cada uno de los miembros de la organización criminal actuaron de manera consciente y voluntaria, con un rol y unas actividades claras. 
Dado lo anterior, se expidieron las órdenes de captura respectivas, la cuales se hicieron efectivas, razón por la que el 3 de mayo de 2017, el señor JUAN CARLOS TREJOS JURADO, junto a otras personas, fue presentado ante las autoridades judiciales para las respectivas audiencias preliminares, en las cuales se le imputaron cargos a él, como coautor en los delitos de concierto para delinquir en calidad de líder de la organización, en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes; este último, de acuerdo a los hallazgos realizados el 27 de abril de 2016, 10 de diciembre de 2016 y lo hallado en su poder el día de la captura. 
En esa diligencia, y antes de que el procesado señalara si aceptaba o no los cargos, la Fiscalía y el Defensor solicitaron un receso con el fin de intentar una negociación, en la que pactaron que el señor JUAN CARLOS TREJOS JURADO aceptaría los cargos, a cambio se le daría una disminución del 50% de la pena a imponer por el delito más grave, el cual sería el concierto para delinquir y un aumento de ocho meses por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, lo que le dejaría una pena de 96 meses de prisión. 
Atendiendo el acuerdo al que llegaron las partes, la Fiscalía procedió a presentar el 16 de junio de 2017 acta de preacuerdo para su aprobación por el juez de conocimiento, la cual le correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira, quien programó la audiencia de aprobación de preacuerdo para el día 11 de agosto de 2017. 
EL PROVEÍDO RECURRIDO:
En la fecha arriba señalada el señor Juez de conocimiento instaló la audiencia y en ella, después de hacer un recuento de lo sucedido en la diligencia de imputación de cargos, explicó que lo que se había pactado entre las partes, básicamente era lo que se había denominado una imputación preacordada, un hibrido que en nuestro sistema judicial no es procedente, puesto que primero debe darse la imputación con toda claridad para posteriormente hacer la negociación. Aunado a ello, dijo el A-quo que la dosificación punitiva realizada no consultó los parámetros legales ni los procedimientos para dosificar la pena, aclaró que con ello no estaba desconociendo la titularidad de la Fiscalía frente a la acción penal. Por ello indicó, que cuando se trata de concurso de delitos, primero se debe establecer la pena para cada uno de ellos con sus agravantes, y ahí sí hacer la dosificación de acuerdo a lo negociado; lo que implicaría que dentro del presente asunto, teniendo en cuenta la cantidad de estupefaciente encontrado y el cual se estableció pertenecía a la banda delincuencial de la que hacía parte el procesado, el delito con la pena más alta no sería el concierto para delinquir sino el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, puesto que en el evento del 27 de abril de 2016 hallaron una maleta con 3600 gramos de marihuana y en el segundo evento, el del 10 de diciembre de 2016 se encontraron 2156 y 4104 gramos de marihuana, lo que hace indudable que la pena por el delito de estupefacientes debió incrementarse en razón de la cantidad; además de que en lo negociado, tampoco se tuvieron en cuenta el número de eventos, como quiera que siempre se habló de un concurso homogéneo. Igualmente, se evidenció que tampoco se tuvo en cuenta el concurso por la actividad complementaria, como quiera que la Fiscalía siempre habló de que los procesados involucrados en este asunto, se encargaban de conseguir a las personas que llevarían la sustancia a Chile, además de que era en la casa de uno de ellos en donde preparaban, alistaban y acomodaban la sustancia ilícita que iba a ser sacar del país.
Por todo lo anterior el A-quo consideró que la dosificación punitiva realizada por la Fiscalía y con base en la que se pactó la aceptación de cargos del procesado no resultaba adecuada, y no respetaba los parámetros legales en cuanto a la dosificación de la pena, además de que la figura de la imputación preacordada no hace parte del sistema penal acusatorio colombiano, de allí que no fuera posible darle aprobación al preacuerdo. 
Frente a esta decisión el abogado defensor manifestó interponer el recurso de apelación. 
LA ALZADA:
Defensor como recurrente, manifiesta que la tanto la Sala de Casación Penal de la C.S.J., como la Sala Penal de este Distrito Judicial, le ha dicho al señor Juez en reiteradas oportunidades que él no puede, a la hora de revisar un preacuerdo, inmiscuirse en la tasación de la pena. Aunado a ello, señala que en el caso del señor TREJOS JURADO, la pena más grave no es el tráfico de estupefacientes como quiere indicarlo el A-quo, sino el concierto para delinquir, que en su caso lleva un doble agravante por ser cabecilla de la organización delincuencial, por lo cual no se partió de ocho años sino de 12 años; igualmente se tuvo en cuenta lo establecido en el artículo 31 para el concurso de conductas punibles, por eso se partió de los 12 años del concierto. Ahora bien, es cierto que se podría llegar a decir que al darse el 50% de descuento por el concierto, la pena por los estupefacientes quedaría más alta, porque a ese delito solo se le podría dar el 12.5% de descuento dada la flagrancia, sin embargo, considera que hacer tal cosa resulta en una interpretación restrictiva de la norma, lo que a la vez vulneraria el principio pro homine. Afirma que en este caso la pena no se modificó sino que lo que se utilizó fue una rebaja, lo que implica que la pena sigue igual pero con rebajas de ley. 
Reitera que el señor Juez no puede improbar el preacuerdo por considerar que, dada la gravedad de la conducta, la Fiscalía no podía partir de los mínimos de la pena para negociar la sanción a imponer, pues tal cosa es potestativa de la FGN, lo que implica que no se violó ninguna prohibición, pues no se le está dando una pena inferior a la posible, tampoco un doble beneficio y la dosificación estuvo dentro de los parámetros legales. 

Con base en lo argumentado, el defensor solicita que se revoque la decisión del Juez Segundo Penal del Circuito Especializado local. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

Competencia:
Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 6º del artículo 34 del C.P.P., es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto en contra de un auto proferido en primera instancia por un Juzgado Penal del Circuito de este Distrito Judicial, sin avizorarse mácula en el procedimiento que vicie de nulidad lo actuado.

Problema Jurídico:

Acorde con la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente en la alzada, la Sala es del criterio que del contenido de la misma se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Podía el señor Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira improbar el preacuerdo celebrado entre la Fiscalía General de la Nación y el procesado JUAN CARLOS TREJOS JURADO por considerar que dentro del presente asunto se presentó el fenómeno de la imputación preacordada, además de que  la condena pactada no respetaba los parámetros legales de dosificación de la pena?
Solución:
Para dilucidar el problema jurídico propuesto, encuentra la Sala que el abogado de Juan Carlos Trejos Jurado encamino sus reparos a señalar que el Juez de primer nivel no aceptó el preacuerdo porque supuestamente la Fiscalía al momento de tasar la pena, partió de los cuartos mínimos sin considerar la gravedad de la conducta punible endilgada a su representado; sin embargo, encuentra este Juez Colegiado que ello no es así, pues el togado de primer nivel esgrimió dos argumentos básicamente para erigir su decisión, el primero que la imputación de cargos que se le hizo al señor JUAN CARLOS TREJOS JURADO se dio como consecuencia de una negociación entre él y la Fiscalía, y esa clase de imputación no se encuentra contemplada en nuestro ordenamiento jurídico. El segundo reparo que hizo, estuvo encaminado a señalar que la tasación de la pena, tal como lo había hecho la Fiscalía, no respetaba el principio de legalidad, por cuanto para tasar la misma no se tuvo en cuenta que dado el concurso de conductas punibles y la cantidad de estupefaciente que se encontró y se determinó pertenecía a la organización criminal de la cual era cabecilla el aquí procesado, el delito con la pena más alta era el de estupefacientes y no el concierto para delinquir, razón por la cual se debió partir de la sanción a imponer por ese delito para tasar la pena y de allí aumentar otro tanto por el concurso y por el concierto para delinquir. 
De esa manera, se tiene que el artículo 31 C.P. regula la manera como deben ser dosificadas las penas ante la presencia del fenómeno del concurso de conductas punibles, acorde con las siguientes reglas: 

•
Las penas de los delitos concursantes deben ser dosificadas de manera individual para cada una de ellos. 

•
Una vez hecho lo anterior, se escogerá el reato sancionado con la pena más grave, el cual vendría siendo el delito base cuya pena deberá ser incrementada hasta otro tanto, según la gravedad de los delitos concursantes. 

•
Ese hasta otro tanto, no puede exceder de la sumatoria de la tasación punitiva en concreto de cada uno de los delitos que hacen parte del concurso, sin que rebase los 60 años de prisión. 

•
De igual forma, según criterio jurisprudencial, ese hasta otro tanto no puede superar el doble de la pena que en concreto se tasó para el delito base, o sea el reato de mayor gravedad.

Frente a lo anterior, a fin de ofrecer mejor claridad y precisión, de vieja data la Corte se ha expresado de la siguiente manera:
“La punibilidad en el concurso de delitos (artículo 26 ídem) parte de la pena para el delito base que no es otro que el más grave desde el punto de vista de la sanción, aspecto éste que no se establece examinando simplemente el factor cuantitativo y cualitativo de los extremos punitivos mínimo y máximo previstos en abstracto en los respectivos tipos penales, sino mediante la individualización concreta de la que ha de aplicarse en cada uno de los delitos en concurso, por el procedimiento referido en los párrafos anteriores. Las penas para las conductas punibles concurrentes se confrontan para optarse por la de mayor intensidad. Es con relación a ésta pena considerada como la más grave, sobre la que opera el incremento “hasta en otro tanto” autorizado por el artículo 26 del Código Penal, con las limitantes que en seguida se señalarán. 

El “otro tanto” autorizado como pena en el concurso delictual no se calcula con base en el extremo punitivo mayor previsto en el tipo penal aplicado como delito base, ese ‘tanto’ corresponde a la pena individualizada en el caso particular mediante el procedimiento indicado para el delito más grave. Esta es la sanción que se incrementa habida consideración de las modalidades específicas, gravedad y número de delitos concursantes, sin que pueda exceder el doble, ni resultar superior a la suma aritmética de las que corresponderían si el juzgamiento se realizara separadamente para las distintas infracciones…”
. 
En ese orden de ideas, se tiene que en el presente asunto la Fiscalía al momento de tasar la sanción a imponer al procesado partió del delito que en su límite máximo contempla la pena más alta, que en opinión del Ente Acusador serie el reato de concierto para delinquir agravado, para sumarle otro tanto, esto es 8 meses, por cada uno de los delitos de estupefacientes que al parecer fueron endilgados en contra de la procesado en la modalidad del concurso homogéneo-sucesivo.  
Así las cosas, vemos que en este caso los reparos presentados por el A quo en torno a la tasación de la pena quedarían sin piso, si nos atenemos a que al señor JUAN CARLOS TREJOS JURADO se le imputaron cargos por concierto para delinquir agravado (art. 340 inciso 2º y 3º del C.P.) en concurso heterogéneo sucesivo con las conductas de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes (art. 376 inc. 3º C.P.), dados los tres hallazgos de estupefacientes, los que a su vez se perpetraron en la modalidad homogéneo sucesivo, ya que acorde con lo aludido por la Fiscalía cada una de las conductas de tráfico se tomó de manera individual.
En estos eventos, al aplicar las aludidas reglas de dosificación punitiva del concurso de conductas punibles, es obvio que la pena base vendría siendo la del delito de concierto para delinquir agravado por su calidad de líder de la banda delincuencial, por consagrar una pena de mayor gravedad que aquellas con las cuales se reprimen los sendos delitos de tráfico de estupefacientes tipificados en el inciso 3º del articulo 376 C.P. quienes en este caso serían los delitos acompañantes. 

Ahora, en el evento que se diga, como al parecer lo malentendió el  A quo, que se estaría en presencia de un delito único de tráfico de estupefacientes, que implicaría la sumatoria total de las sustancias estupefacientes incautadas, que arrojaría un peso superior a los diez mil gramos, ahí si se podría decir que dicho tipo penal sería el más grave y en consecuencia debería ser el delito base del concurso, pero es de anotar que tal conclusión no podría ser de recibo ya que si nos atenemos a las premisas fácticas con las que la Fiscalía edifico la imputación (Fl. 17), el Ente Acusador no acudió a la figura de la Unidad de Acción, ya que los eventos relacionados con el tráfico de estupefacientes los tomó de manera aislada e independiente, o sea que ellos ocurrieron en diferentes contextos cronológicos de acción, generándose de esa forma un concurso de conductas punibles en la modalidad homogéneo sucesivo y no de un delito único.
Ante tal situación, y pese a que la Fiscalía en su autonomía fue excesivamente generosa en la dosificación de las penas, no existe duda alguna a que se respetaron los postulados que orientan el principio de la legalidad en lo que atañe con la dosificación de las penas en los eventos del fenómeno del concurso de conductas punibles, lo cual le estaría dando la razón a uno de los reproches que el recurrente formuló en contra del proveído confutado.
En ese orden de ideas, sería del caso proceder a revocar la decisión del Juez de primera instancia para en su lugar impartirle aprobación al preacuerdo aquí analizado, pero debe la Sala pronunciarse en torno al otro punto de reproche realizado por el A quo dentro de este asunto y es el que tiene que ver con el hecho de que el preacuerdo puesto en su conocimiento fue fruto de una imputación preacordada, lo que, tal como lo adujo el Juez de primer nivel, es algo que no está permitido dentro de nuestro ordenamiento jurídico. 

Como sustento de la anterior afirmación, se tiene como un hecho cierto que en las audiencias preliminares la Fiscalía “formuló imputación preacordada” en el caso del ciudadano JUAN CARLOS TREJOS JURADO, de allí que no quepa duda alguna de cómo se llegó a ese acuerdo que se le pidió al señor Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira que avalará.
En torno a lo anterior, y tal como lo señaló el fallador de primer nivel en su intervención, es necesario indicar que esa figura hibrida de la imputación preacordada, resulta ser producto de una mixtura entre el allanamiento a cargos y el preacuerdo, producto de una línea de pensamiento en la que se aseveraba que los allanamientos a cargos eran una modalidad de los preacuerdos, por lo que era válido hacer ese tipo hibridación. Pero es de anotar que esa concepción vario a partir del momento en el que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia profirió, dentro del radicado 25306, sentencia del ocho de abril 2008, dentro del proceso, en la cual se concluyó que los allanamientos a cargos tienen sus propios matices y singularidades que lo diferencian de los preacuerdos, por lo que válidamente se puede colegir que los allanamientos a cargos no pueden ser considerados como una modalidad de los preacuerdos y las negociaciones, por lo que no es posible hacer una mixtura de etas dos instituciones procesales.

Para mejor ilustración, considera la Sala de utilidad traer a colación lo dicho por la Corte:
“Por el contrario, resulta oportuno recordar que aun cuando el consenso y el derecho premial son características del sistema acusatorio, las distintas formas de terminación anticipada del proceso previstas en la ley 906 de 2004 tienen origen en una u otra de ella; mientras los preacuerdos son producto de la primera, el allanamiento o la aceptación de cargos son propios de la segunda.

Por eso, mientras el órgano de la persecución penal puede negarse a adelantar negociaciones, pues la “Fiscalía y el imputado o acusado podrán” celebrar preacuerdos o negociaciones que conduzcan a la terminación del proceso, lo cual no constituye irregularidad alguna conforme a lo dicho por la Sala en la decisión citada; cosa distinta ocurre en la audiencia de formulación de la imputación, en la que el Fiscal está obligado a expresar oralmente la posibilidad del indiciado de allanarse a la imputación y de obtener la rebaja de pena prevista en la ley, siendo suficiente la manifestación consciente y libre del imputado para que el juez de conocimiento proceda a su aprobación.

De otro lado, los preacuerdos tienen por objeto los hechos y sus consecuencias, el allanamiento la imputación. Con los primeros, la declaración de culpabilidad del imputado del delito atribuido o de uno relacionado con pena menor, busca la eliminación de alguna causal de agravación punitiva, un cargo concreto o la tipificación de la conducta que de forma específica conduzca a la disminución de la pena; el segundo, con la sola manifestación de la aceptación total o parcial de la imputación, persigue la obtención de la rebaja de pena prevista en la ley.

La primera entonces es bilateral, porque implica un acuerdo entre partes que es presentado al juez; la segunda es unilateral, porque frente a la formulación de la imputación, el imputado no cuenta con otra alternativa ante el juez que aceptarla total o parcialmente sin discutir sus términos.
Desde esta perspectiva, la naturaleza del instituto no depende de su ubicación en un determinado título o capítulo del Código, ni tampoco de la remisión que la ley haga a los mismos para determinar sus consecuencias punitivas, sin que por estas dos razones pueda afirmarse que el allanamiento se asemeja irremediablemente a los preacuerdos o negociaciones.

Si esas fueran razones, tendría que convenirse también que la manifestación del acusado en la audiencia preparatoria de aceptar los cargos, únicamente podría ser admitida por el juez previo el cumplimiento de la condición prevista en el artículo 349 de la ley 906 de 2004, bajo el entendido que la misma constituiría un “acuerdo”, porque para la reducción de la pena a la cual se haría merecedor, la ley hace remisión a las previsiones del artículo 351.

Del mismo modo, el juez tampoco podría aceptar la declaración de culpabilidad que al inicio del juicio oral hiciera el acusado, puesto que al igual que el allanamiento la única condición de validez de la manifestación se relaciona con la verificación del acto libre, voluntario y debidamente informado de las consecuencias de su decisión, asesorado de su abogado, precisando si la misma corresponde a un acuerdo o no con la Fiscalía.

Por qué estos dos últimos casos no se condicionan al requisito exigido por el artículo 349 de la ley 906 de 2004, si se tratan, como el allanamiento, de manifestaciones de aceptación de la imputación o de la acusación ante el juez del conocimiento? Acaso por los momentos procesales en que se dan? No. Primero, porque no revisten las características de un acuerdo; y segundo, porque todas tienen origen en el derecho penal premial, que también según se ha dicho es característica del sistema acusatorio. 

Con esto quiere significarse que la naturaleza de las formas de terminación anticipada del proceso previstas en la ley 906 de 2004, no se encuentran inexorablemente vinculadas con el consenso sino que alguna de ellas se identifican con el derecho penal premial.

Bajo las anteriores consideraciones, como el allanamiento o la aceptación de la imputación prevista en el artículo 293 de la ley 906 de 2004, no corresponde a una modalidad de acuerdo o negociación con la Fiscalía, la condición exigida en el artículo 349 de la misma ley no constituye requisito para su legalización y aprobación….”
. (Negrillas de la Sala)
Conforme a lo anterior, la Sala válidamente puede colegir que: a) En la actualidad no es viable que se dé una fusión, mixtura o hibridación entre las instituciones procesales de los allanamientos a cargos y los preacuerdos; b) La Fiscalía puede preacordar o negociar con su contraparte solo a partir del momento en el que se haya formulado la imputación al Procesado. 

Descendiendo lo dicho al caso concreto, es claro como la Fiscalía y el defensor del procesado JUAN CARLOS TREJOS JURADO incurrieron en una errónea mixtura de dos instituciones procesales absolutamente diferentes, como lo son los allanamientos a cargos y los preacuerdos, pues si bien es un hecho cierto que él se allanó a los cargos enrostrados en su contra, esa aceptación a cargos no tiene nada de unilateral en atención a que la misma ha sido producto de una negociación en la cual la Fiscalía, además de concederle generosamente el máximo de los descuentos a los que el acriminado tendría derecho por allanarse a los cargos endilgados en su contra, por la presunta comisión del delito de concierto para delinquir agravado, igualmente le otorgó como regalo una irrisoria pena de 8 meses de prisión para cada uno de los tres eventos del delito concursante, o sea por el tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, que en muy poco se compadece con los postulados que orientan el principio de proporcionalidad y la función de prevención general.

A lo luz de lo dicho, es criterio de esta Colegiatura, que la aceptación de cargos efectuada por el señor JUAN CARLOS TREJOS JURDADO fue producto de la utilización de una figura jurídica inexistente en nuestro sistema judicial, por lo que resulta acertada la decisión del togado de primer nivel en cuanto a improbar el preacuerdo presentado por el Ente Acusador, de allí que lo pertinente en este caso, es confirmar la decisión de improbación del preacuerdo presentado por la Fiscalía. 

Ahora bien, como consecuencia de lo decidido, se podría decir que ante el socavamiento de las bases estructurales del debido proceso, se debería anular la actuación procesal a partir de la audiencia de formulación de la imputación, lo que de pasó aniquilaría la medida de aseguramiento privativa de la libertad impuesta al procesado y los demás miembros de la organización criminal por él liderada y a quienes se les imputaron cargos en la misma diligencia, pero la Colegiatura considera que en el presente asunto no es necesario acudir a tan drástica determinación si se aplica el principio de la Naturaleza Residual de las Nulidades Procesales, el cual es uno de los principios rectores que orientan la declaratoria de las nulidades procesales, en cuya virtud solo se debe acudir a ellas como ultima ratio, o sea cuando no exista medida alguna que pueda sanear la macular; y en el presente asunto tenemos  que la única anomalía que presenta el acto de la formulación imputación es el relacionado con el previo acuerdo al que llegaron las partes, puesto que en lo demás se observa que los cargos endilgados por la Fiscalía, son respetuosos de los requisitos de fondo y de forma que los artículos 287, 288 y s.s. del C.P.P. exigen para que una imputación, como acto de comunicación, deba ser considerada como válida.  

Luego, si se purga del proceso la anomalía, o sea el irregular o anormal convenido al que preliminarmente llegaron las partes antes de la formulación de la imputación, vemos que dicho acto procesal pervive o subsiste, o sea la imputación, y por ende no es necesario acudir a la declaratoria de la nulidad procesal como medida extrema del saneamiento del proceso. 

Pese a lo anterior, y como consecuencia de lo resuelto y decidido en el presente proveído, a fin de evitar que a los Procesados les sea birlado el derecho de renunciar a un juicio oral, público y con contradicción de la prueba, como bien lo ordena el ordinal “l” del artículo 8º del C.P.P. la Colegiatura es de opinión que la Fiscalía le asiste la obligación de acudir a los Jueces de Control de Garantías, para que en una nueva audiencia preliminar se le ofrezca la oportunidad al procesado de allanarse a los cargos que le fueron endilgados pretéritamente en su contra, lo cual no se dio como consecuencia de la irregular decisión tomada por las partes de preacordar los términos de la imputación.

Siendo así las cosas, esta Sala de Decisión confirmará la decisión del Juez de primera instancia de no avalar el preacuerdo, que tuvo ocurrencia durante el desarrollo de la audiencia preliminar de formulación de la imputación celebrada el día 3 de mayo de 2017, ante el Juzgado Cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira.
En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la providencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira en una vista pública celebrada el 11 de agosto de 2017, mediante la cual el Juez de Conocimiento improbó un preacuerdo que en sede de la audiencia de Formulación de Imputación llevada a cabo el 3 de mayo del presente año ante el Juzgado cuarto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de esta localidad, estipularon el Ente Acusador y la defensa del señor JUAN CARLOS TREJOS JURADO.

SEGUNDO: REQUERIR a la Fiscalía General de la Nación, para que a través de su delegado para el presente asunto, proceda a propiciar nuevamente la audiencia preliminar en la que se le ofrezca la alternativa del allanamiento a cargos al procesado JUAN CARLOS TREJOS JURADO.

TERCERO: DEVOLVER el expediente al despacho de origen para que se continúe con el trámite. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.

CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 15 de mayo de 2.003. Rad. # 15868. M. P. HERMAN GALÁN CASTELLANOS.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del cinco (5) de septiembre de dos mil once (2011). Proceso # 36502. M.P. ALFREDO GÓMEZ QUINTERO. (Negrillas fuera del texto).





Página 7 de 14

